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León, Guanajuato, a 24 veinticuatro de noviembre del año 2017 dos mil diecisiete. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 0233/2016-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta (…) en contra del SISTEMA DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE LEÓN, GUANAJUATO, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve; y, . . . . . . .
R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 10 diez de marzo del año 2016 dos mil dieciséis, la parte actora presentó escrito de demanda en la Oficialía Común de Partes, de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, impugnando el cobro de conceptos indebidos e ilegales dentro del recibo A 32967788, como lo son: saldo anterior, impuesto al valor agregado del saldo anterior, consumo de agua, drenaje, recargos,  impuesto al valor agregado; y, la suspensión de los servicios de agua potable y de drenaje. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Admisión de la demanda y pruebas.
SEGUNDO.- Por auto de fecha 15 quince de marzo del año 2016 dos mil dieciséis, a la parte actora se le admitió a trámite la demanda y la prueba documental exhibida a la demanda, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal, la prueba de informe a cargo de la autoridad demandada, así como la presuncional legal y humana en lo que le beneficie; y, en cuanto a la suspensión del acto impugnado, se le concedió a la parte justiciable el término de 03 tres días para garantizar el interés fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Contestación de la demanda, admisión de pruebas
y rendición prueba de informe
TERCERO.- El 06 seis de abril del año 2016 dos mil dieciséis, la autoridad presentó escrito de contestación de la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 11 once del mismo mes y año, se le tuvo contestándola en tiempo y forma, admitiéndosele las pruebas documentales aceptadas a la parte actora en el auto de radicación y la exhibida a la contestación, la que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento procesal, la presuncional legal y humana en lo que le beneficie, así como la confesional a cargo de (…); asimismo, se tuvo a la autoridad demandad rindiendo la prueba de informe admitida a la parte actora; y, además se señaló fecha y hora para que tuviera verificativo la celebración de la audiencia de pruebas y alegatos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Objeción de la prueba documental.
CUARTO.- El 18 dieciocho de abril del año 2016 dos mil dieciséis, el autorizado de la parte actora presentó una promoción objetando documentos; y, por auto del día 21 veintiuno del mismo mes y año, se le tuvo objetando en cuanto a su alcance y valor probatorio la prueba documental admitida a la autoridad demandada en el auto de fecha 11 once de abril del mismo año. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
Audiencia de pruebas y alegatos.

QUINTO.- El 18 dieciocho de marzo del año 2016 dos mil dieciséis, a las 11:00 once horas, fue celebrada la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de los autorizados de las partes, ni del absolvente (…), en la que se tuvo a los autorizados de la autoridad y del actor presentando escrito de alegatos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Declaración de confeso.

SEXTO.- Por auto de fecha 03 tres de junio del año 2016 dos mil diecisiete, se tuvo a la parte actora, por no justificando su incomparecencia a absolver posiciones; motivo por el cual se procedió a abrir el sobre que contiene el pliego de posiciones, calificándose de legal las posiciones marcadas con los números 01 uno, 02 dos, 04 cuatro, 05 cinco,  06 seis, 07 siete, 08 ocho y 09 nueve, declarándose al ciudadano (…), confeso de esas posiciones. . . . . . . . . . . . . . . . 
El actor ofrece prueba superviniente.

SÉPTIMO.-  El  13  trece  de  septiembre  del  año  2016 dos mil dieciséis, el 
autorizado de la parte actora presentó una promoción ofreciendo como prueba superviniente una nota periodística publicada en el diario am; y, por auto del día 19 diecinueve del mismo mes y año, no se le admitió dicha probanza. . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad ofrece prueba superviniente.

OCTAVO.- El 27 veintisiete de marzo del año 2017 dos mil diecisiete, el autorizado de la autoridad demandada ofrece como prueba superveniente el reporte histórico de la cuenta 99272, en el que se hace constar en el que se hace constar que se ha cubierto sin ningún tipo de reserva los adeudos reclmadas; y, por auto del día 30 treinta del mismo mes y año, se le admitió dicha probanza como superviniente y se le dio vista a la parte actora para que en el término de 05 cinco días manifestara lo que a su derecho conviniera. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
No se hacen manifestaciones
NOVENO.- Por auto de fecha 06 seis de julio del año 2017 dos mil diecisiete, se tuvo a la parte actora por no haciendo manifestaciones respecto de la vista ordenada en auto de fecha 30 treinta de marzo del mismo año; por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso, por impugnarse actos administrativos imputados al Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Precisión y existencia de los actos impugnados.
SEGUNDO.- Que realizando un estudio integral de la demanda y sus anexos se advierte que la parte actora impugna el cobro de la cantidad de $16,368.00 (dieciséis mil trescientos sesenta y ocho pesos 00/100 moneda nacional), que consta en el recibo número A 32967788, crédito fiscal integrado por los siguientes conceptos: saldo anterior, impuesto al valor agregado del saldo anterior, consumo agua, drenaje, recargos e impuesto al valor agregado; y, la suspensión del servicio de drenaje, todos respecto de la cuenta número 99272-7. Y, la existencia del primer acto impugnado se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa, con el original del referido recibo; y del segundo acto se encuentra acreditado con el referido recibo y con documento denominado Corte de Servicio de fecha 04 cuatro de abril del año 2016 dos mil dieciséis, probanzas que obran en el presente sumario administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causales de improcedencia.
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad en la contestación de la demanda hace valer la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción III, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que los actos impugnados así como las acciones intentadas por la parte actora resultan ser materia de sentencia pronunciada dentro del proceso administrativo 199/2ªSala/14 del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, así como de la resolución del toca 630/14 PL de fecha 21 de enero de 2015. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en mérito de las siguientes razones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De las constancias que exhibió la autoridad demandada, se desprende que en el proceso administrativo expediente número 199/2ªSala/14, de la Segunda Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, el acto impugnado es el cobro del recibo A 22396837, por la cantidad de $5,800.68 (cinco mil ochocientos pesos 68/100 moneda nacional), mientras que en este proceso la parte actora impugna el crédito fiscal por la cantidad de $16,368.00 (dieciséis mil  trescientos sesenta y ocho pesos 00/100 moneda nacional), el cual consta en el recibo A 32967788, razón por la cual este último es un nuevo acto fiscal, en razón de que contiene actualizaciones por de la prestación de servicios y sus anexidades, conceptos generados en fecha posterior al fallo referido, siendo lo anterior así, el adeudo impugnado no fue materia de la sentencia dictada en el diverso expediente 199/2ªSala/2014, ni de la resolución del recurso de revisión toca 640/14 PL. . . .  . . . 
Asimismo, la autoridad en la contestación de la demanda aduce que se actualiza la causal de improcedencia establecida en la fracción VI del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, porque el actor no acredita los actos impugnados y ante la inexistencia de los actos y aunado a la omisión de no acreditarlos, en razón de que no se está en presencia de una acto administrativo, conforme a lo señalado por el artículo 136 del  multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Causal de improcedencia que NO SE ACTUALIZA, en mérito de que se encuentra plenamente acreditada la existencia del crédito fiscal y de la suspensión del servicio de agua potable, por razones expresadas en el considerando que antecede. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De igual manera, la autoridad demandada en su promoción presentada el 27 veintisiete de marzo de 2017 dos mil diecisiete, hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que se consintió expresamente el acto impugnado, al haberse cubierto los adeudos correspondientes, anexando el reporte histórico del 24 veinticuatro de marzo del año en curso, respecto de la cuenta 99272 del domicilio ubicado en (…). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de Improcedencia que NO SE ACTUALIZA en mérito de las siguientes razones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por   una   parte,   de  las  constancias  que  obran  en  el  expediente  no  se 
desprende la existencia de una manifestación de voluntad de la parte actora que entrañe el consentimiento expreso de los actos impugnados, toda vez que los pagos realizados no constituyen una aceptación de la totalidad del crédito fiscal, tan es así, que está presentando demanda de nulidad dentro del plazo legal y, por ello, no se actualiza esta causal de improcedencia del juicio de nulidad. . . . . . . . . . . . . . . 

De autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, por lo que es procedente el estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . 
Análisis integral de la demanda.

CUARTO.- Que analizando de manera integral la demanda se advierte que la parte actora en dos ocasiones niega lisa y llanamente el adeudo; la primera la formula en el capítulo de la demanda denominado “Actos o resoluciones impugnadas”, expresando: “… acto de cobrarme conceptos obscuros, indebidos e ilegales; dentro del recibo de cobro A 32967788; reclamo que niego lisa y llanamente deberle...”; y, la segunda la expresada en el capítulo de hechos, manifestando: “…la demandada emitió el recibo de cobro A 32967788 en el que me reclama un supuesto adeudo de $16,368.00, mismo que niego lisa y llanamente deberle; por 63 meses de adeudo; por un consumo no acreditado ni permitido.”; y, por otro lado, expresa conceptos de agravio, respecto de los rubros que integran el crédito fiscal impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Ahora bien, la negativa del adeudo, no es lisa y llana, por tres razones fundamentales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A).- En el capítulo de conceptos de impugnación de la demanda el actor hace una afirmación en el sentido de que le fueron prestados los servicios, ya que en el párrafo que interesa expresa: “De lo anterior se deduce el origen de la obligación tributaria de pago por los derechos y aprovechamientos derivados de la prestación de servicios públicos de parte de la demandada; partiendo del supuesto de que dichos servicios en efecto fueron prestados al actor; además el procedimiento y vía en que han de ser reclamados, en los casos que así proceda por falta de pago oportuno.”; en la oración “...partiendo del supuesto de que dichos servicios en efecto fueron prestados al actor…”, se utiliza la frase “en efecto” la que constituye una afirmación del hecho, en el sentido de que el servicio le fue prestado al actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Confesión expresa que se hace el actor al formular la demanda y de acuerdo a lo señalado por los artículos 117 y 119 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, merece valor probatorio, en virtud de que asevera de manera libre, espontánea y clara hechos propios, al afirmar que le fueron prestados los servicios públicos de parte de la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
B).- En el mismo capítulo de conceptos de impugnación de la demanda el actor incluye explicaciones y justificaciones, ya que aduce causales de ilegalidad respecto de los actos impugnados, analizadas en el siguiente considerando; y, . . . . 
C).- También obra en autos como acervo probatorio, la prueba de informe de la autoridad demandada al que se acompaña el reporte histórico de cargos y abonos desde el año 1997 mil novecientos noventa y siete hasta el mes de marzo del año 2016 dos mil quince, de la cuenta 99272-7, del inmueble ubicado en (…) esta ciudad, en el que entre otros datos, se expresan los metros cúbicos, el periodo, los servicios públicos prestados, el importe, el impuesto al valor agregado y el saldo, haciéndose una descripción histórica que contempla los 63 sesenta y tres meses indicados como deudo en el referido recibo, esto es, el periodo que comprende del 11 once de noviembre de 2011 dos mil once, al 11 once de febrero de 2016 dos mil dieciséis. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
La prueba de informe de la autoridad que obra en autos, de acuerdo a lo señalado por los artículos 117 y 122 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, merece valor probatorio, en virtud de que fue ofrecida por la parte actora, se encuentra rendida por la autoridad demandada, en la que se comunican hechos que ésta conoció con motivo del desempeño de sus funciones y además se acompañó como parte integrante del informe un reporte histórico de cargos y abonos, por tanto, en esa prueba asienta y proporciona información que tiene el carácter de pública por provenir de los archivos del Organismo Operador, relativa a la prestación de los servicios de agua potable y de drenaje, así como información relacionada con el periodo que comprende los 15 quince meses de adeudo que nos ocupan ahora; por estas  razones dicha probanza que adquiere valor probatorio en contra del oferente.  
Así tenemos que adminiculando entre sí, la confesión expresa de la parte actora y la prueba de informe nos arrojan la plena convicción de que la parte actora recibió la prestación de los servicios públicos de agua potable y drenaje, que  reconoce  el  adeudo  por  los  conceptos señalados en el recibo A 32967788, del domicilio ubicado en (…) esta ciudad, por ende, resulta evidente que estos elementos son suficientes para tener por justificado que la parte actora recibió le prestación del servicio público de agua potable y de ser así existe un adeudo a cargo del justiciable; lo anterior es así, en razón de que en la demanda reconoce que le fueron prestados los servicios y de la prueba de informe se desprende el saldo actual por mes, a cargo de la parte actora, en el periodo que comprende el adeudo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, la negativa lisa y llana de deber 63 sesenta y tres meses, se encuentra desvirtuada en autos, con la confesión expresa del impetrante y con la prueba de informe; pues, con el reconocimiento que hace el impetrante, al calificar la negativa cuando afirma que los servicios le fueron prestados, argumentando explicaciones y justificaciones respecto a la improcedencia e ilegalidad del pago del crédito fiscal combatido, de ahí que no resulta contundente la negación del actor, pues dice que no adeuda el crédito fiscal por 63 sesenta y tres y, a su vez, afirma y reconoce que se le prestó el servicio. En ese contexto, al desvirtuarse la negativa no produce el efecto de arrojar la carga de la prueba a la autoridad demandada, por contradecirse con los pluricitados medios de prueba, por ende, es a la parte justiciable a quien le corresponde probar la ilegalidad del crédito fiscal. . . . . . . . . . . 
Al respecto, se reproduce como criterio orientador la tesis aislada del Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con Residencia en Guadalajara, Jalisco, en la Décima Época Registro: 2007895; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo IV; Materia(s): Administrativa; Tesis: (III Región)4o.52 A (10a.); Página: 3001, la que se localiza en la Página sif.scjn.gob.mx Semanario Judicial de la Federación, del Sistema de Consulta “Jurisprudencia y Tesis Aisladas IUS”, bajo el siguiente rubro: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“NEGATIVA LISA Y LLANA DE LOS HECHOS QUE MOTIVARON EL ACTO O RESOLUCIÓN IMPUGNADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. NO PUEDE CONSIDERARSE ASÍ LA QUE SE CONTRADICE CON LOS ANEXOS DE LA DEMANDA. El artículo 42 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece, entre otras cosas, que los actos y resoluciones emitidos por las autoridades administrativas gozan de la presunción de legalidad, a menos que el afectado por éstos niegue lisa y llanamente los hechos que los motivaron; de lo anterior se sigue que para estar en condiciones de averiguar si se actualiza la presunción legal referida, es necesario definir cuándo estamos en presencia de una negativa como la que se precisa en dicho numeral. Para ello, debe considerarse que una negativa lisa y llana -también conocida como simple, porque se trata de una mera negación de los hechos señalados por la autoridad- sí es capaz de arrojar la carga de la prueba en perjuicio de la contraparte, pues de lo contrario obligaría a quien la formula a demostrar hechos negativos; en cambio, cuando incluye cortapisas, explicaciones o justificaciones, no puede calificarse así, sino como calificada, toda vez que encierra la afirmación implícita de otros hechos, lo cual acontece cuando en la demanda en el juicio contencioso administrativo federal se expresa una negativa simple de los hechos que motivaron el acto o resolución impugnada, que se contradice con los anexos de aquélla, por incluirse en ellos algunos argumentos tendentes a evidenciar la legalidad de la conducta reprochada, pues, en esas condiciones, la negación respectiva deberá considerarse como calificada. Es así, porque resulta de explorado derecho que la demanda y demás documentos que la acompañan, constituyen un todo que debe interpretarse integralmente, para desentrañar la verdadera intención del promovente; pensar lo contrario, implicaría desnaturalizar por completo la esencia del numeral 42 citado, en la medida en que, sin acreditarse la existencia de una auténtica negativa simple, podría arrojarse indebidamente la carga probatoria a la autoridad demandada.”. Amparo directo 288/2014 (cuaderno auxiliar 696/2014) del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, con apoyo del Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco. Felipe Larios Mercedes. 3 de septiembre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Claudia Mavel Curiel López. Secretario: Bolívar López Flores. Esta tesis se publicó el viernes 7 de noviembre de 2014 a las 9:51 horas en el Semanario Judicial de la Federación.” 

Abundando en el anterior razonamiento, cabe destacar que de acuerdo a lo estipulado por el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, los actos tienen la presunción de legalidad, pero cuando el interesado niegue lisa y llanamente los hechos que los motivaron, la autoridad emisora deberá probarlos; numeral que dispone: . . . .  . . . . . 
“Artículo 47.- Los actos administrativos se presumirán legales; sin embargo, las autoridades administrativas deberán probar los hechos que los motiven cuando el interesado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación de otro hecho.”.  . 
Sin embargo, si el justiciable recibió los servicios públicos, entonces debe pagar la contribución, esto es, que al recibir dicha prestación de los servicios de agua y drenaje implica la erogación del pago de los derechos fiscales, salvo prueba en contrario; pues, como se dijo en supralíneas se encuentra desvirtuada la negativa lisa y llana, por tal motivo, la parte actora tiene la carga procesal de desvirtuar la presunción de legalidad de los actos fiscales contenidos en el recibo o aviso de pago que se aportó al juicio mediante la demanda. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
En este sentido, en atención a lo señalado en el artículo 47 del aludido  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se tiene la presunción de la omisión del pago de los derechos fiscales por la prestación de los servicios públicos otorgados por parte del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, y las explicaciones enderezadas a demostrar la improcedencia del pago del crédito fiscal, constituyen argumentos tendentes a evidenciar la ilegalidad de los actos impugnados, por tanto, el interesado se encuentra constreñido a desvirtuar la presunción de la prestación de los servicio de agua potable y drenaje, es así que debe demostrar que no adeuda 63 sesenta y tres mensualidades, o bien, que el adeudo es por menos de ese periodo. . . . . . . . . . . ..  . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Análisis de los conceptos de impugnación respecto al crédito fiscal.
QUINTO.-  Que analizando de manera integral la demanda y sus anexos, se advierte que en los capítulos denominados “actos o resoluciones impugnadas” y “conceptos de impugnación”, la parte actora expresa diversos argumentos con el fin de demostrar la ilegalidad del crédito fiscal impugnado, controvirtiendo los servicios públicos de agua, drenaje y el crédito fiscal; causales de ilegalidad que se analizarán por separado, primero las infundadas y luego la fundadas, en el siguiente orden: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Argumento respeto al servicio público de drenaje
A).- Que la parte actora en el capítulo de la demanda denominado “actos o resoluciones impugnadas”, expresa en el punto “4.- Drenaje: servicio público inexistente en la Ley fiscal que resulte aplicable y vigente.”; en el capítulo de concepto de impugnación de la demanda, transcribe los artículos 2 fracción I, inciso A), punto 2 e inciso C), 225 y 260 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; de lo anterior se deduce el origen de la supuesta obligación tributaria de pago por los derechos y aprovechamientos derivados de la prestación de servicios públicos de parte de la demandada. Mientras que la autoridad en la contestación de demanda no aduce razonamiento alguno tendente de desvirtuar esta causa de ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es INFUNDADA esta argumentación, en atención a las siguientes consideraciones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, no le asiste la razón a la parte actora, en virtud de que el servicio público de drenaje está contemplado en el artículo 16, fracción II, inciso a), de las Leyes de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para los Ejercicios Fiscal de los Año, 2010 dos mil diez, 2011 dos mil once, 2012 dos mil doce, 2013 dos mil trece, 2014 dos mil catorce, 2015 dos mil quince y 2016 dos mil dieciséis; numeral que en cada Ley dispone, en la parte que interesa: . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
“Artículo 16.- Los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales, se causarán y liquidarán conforme a lo siguiente:

II.- Servicio de alcantarillado:

a).- El servicio de la red de alcantarillado sanitario se cubrirá por los usuarios industriales, así como por los usuarios que utilicen suministro de agua alterno al del SAPAL o del SAPAL-Rural, a una tasa del 20% sobre el consumo mensual de agua o volumen convenido o descargado o estimado por el SAPAL o el SAPAL RURAL, de conformidad con las tarifas aplicables.” 

A fin de desentrañar, esclarecer o revelar el sentido de este artículo en cuanto al alcance y significado de la frase “servicio de la red de alcantarillado sanitario”, se puede emplear cualquier método de interpretación jurídica, según lo dispone el artículo 5 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De esta manera, interpretando armónicamente la primera parte de los citados artículos en relación con el inciso a) de su fracción II, podemos deducir que esta norma jurídica fiscal, contempla tres tipos de servicios públicos a saber: a).- El agua potable; b).- El drenaje y alcantarillado; y, c) El tratamiento y disposición de sus aguas residuales. Ocupándonos en este caso sólo del servicio señalado en segundo lugar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, analizando la primera parte de esta disposición jurídica, se advierte que establece los “servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales” y su fracción II, contempla el servicio de alcantarillado, mientras que su inciso a) se refiere al servicio de la red de alcantarillado sanitario, sin especificar que se refiere al drenaje, de ese modo, interpretando armónicamente este precepto legal como una unidad, se desprende que la intención perseguida por el Legislador Local al expedir esta norma jurídica, es en el sentido de que se refiere a la red de drenaje y alcantarillado, ya que no pretende contemplar dos servicios públicos diferentes, por las siguientes razones fundamentales: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

1.- El sistema de drenaje y alcantarillado se compone de varios elementos, tales como tuberías, conexiones, anillos y obras accesorias: descargas domiciliarias y pluviales, pozos de visita, estructuras de caída, sifones y cruzamientos especiales; infraestructura necesarias para recibir, conducir, ventilar y evacuar las aguas residuales domésticas e industriales y pluviales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

2.- En la ciudad tenemos un sistema de drenaje y alcantarillado diseñado para recolectar las aguas residuales domésticas e industriales y pluviales, por ello, tenemos que los elementos que lo componen se organizan en dos estructuras:    a).- La red de alcantarillado, que se integra por el conjunto de alcantarillas sobre las vialidades públicas y sus tapas; y, b).- La red de drenaje se forma por el conjunto de tuberías subterráneas en la que se descargan las aguas residuales para conducirlas a la planta de tratamiento municipal. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
De ese modo, no existe impedimento para denominar al servicio público como drenaje o de alcantarillado sanitario, ya que la infraestructura hidráulica municipal para recolectar y conducir las aguas residuales domesticas e industriales resultantes del uso del servicio de agua potable o de la explotación de aprovechamientos concesionados, así como de las aguas pluviales, desde el lugar en donde se generan hasta el sitio en que se tratan, se le denomina red de alcantarillado, red de drenaje o red de saneamiento; pues, la contribución se fija y se cobra por el uso de la infraestructura de la red de tuberías y construcciones usado para la recolección y conducción de las aguas residuales industriales causadas por el proceso industrial de curtido de cueros descargadas al drenaje, entre otras, de ahí resulta que el legislador cuando contempla tarifas para el cobro del servicio de alcantarillado sanitario se refiere a las redes de drenaje y alcantarillado sanitario, porque lo que se grava es el uso de la infraestructura de esa red de tuberías; pues, de no ser así, el Legislador no hubiese contemplado en la primera parte del artículo 16, el término “drenaje”, motivo por el cual debe entenderse el servicio como de drenaje y alcantarillado. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . .
En el anterior contexto, el cobro del concepto de drenaje que se realiza en el recibo que nos ocupa ahora, no contraviene el principio de aplicación estricta, en virtud de que los derechos tributarios por descargas de aguas residuales industriales en la red de drenaje -bien de dominio público-, se cobran por el uso o aprovechamiento de su infraestructura hidráulica, considerando el consumo mensual de agua o volumen convenido o descargado o estimado por el organismo operador, de conformidad con las tarifas aplicables; por ende, en la especie, la hipótesis de causación es la misma, independientemente de que se le llame servicio de alcantarillado o servicio de drenaje, lo que grava es el uso o aprovechamiento de la red de tuberías que reciben y conducen las aguas residuales descargadas, al sitio donde se dará el tratamiento que corresponda. . . . .
Por tanto, no existe impedimento en llamarlo servicio de alcantarillado o servicio de drenaje, pues hay una necesaria relación entre ambos, por eso también se le denomina sistema de drenaje y alcantarillado, de ahí resulta que el cobro del servicio de drenaje se encuentra contemplado en el artículo16, fracción II, inciso a), de las Leyes de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del Año 2014 dos mil catorce y para el Ejercicio Fiscal del Año 2015 dos mil quince y no se contraviene el principio de aplicación estricta de la normas tributarias, previsto en el artículo 5 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Argumento respeto al cobro del servicio público 

de Alcantarillado Sanitario.

B).- La parte actora en el capítulo de concepto de impugnación de la demanda, transcribe los artículos 160, 162, 168, 169, 172, 176, 181 y 191 del Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato; señalando que para cobrar legalmente el servicio de alcantarillado sanitario, es menester previamente, establecer si el SAPAL suministra agua al actor, a efecto de que en base al consumo de agua facturado, se pueda calcular el 20% autorizado como tasa a pagar por la ley fiscal, o en su defecto, en base al volumen convenido, al precio pagado por el actor por el agua adquirida de fuente alterna, proceder al cálculo del derecho a pagar, basado en la tasa del 20% veinte por ciento contemplada por la ley fiscal. Mientras que la autoridad en la contestación de demanda no aduce razonamiento alguno tendente de desvirtuar esta causa de ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es INOPERANTE POR INSUFICIENTE este argumento, en atención a las siguientes consideraciones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Argumentación que resulta insuficiente para desvirtuar la presunción de legalidad del cobro del monto por concepto de servicio público de alcantarillado sanitario, dado que no expresa razonamiento alguno tendente a justificar el perjuicio jurídico que le causa el citado cobro, pues se desconoce si su inconformidad, es porque no se le aplicó la tasa del 20% veinte por ciento, o bien, porque se le está aplicando una tasa distinta, dejando de exteriorizar el o los Ordenamientos Jurídicos, así como el o los preceptos legales que estima le amparan el supuesto derecho violado en su perjuicio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De esta forma, la argumentación se expresa de manera genérica, vaga y ambigua, omitiendo explicar por qué o cómo el acto impugnado no se apega a derecho, pues de la argumentación expresada en supralíneas no se advierte la causa de pedir, dado que sólo se expresan hechos relacionados a la legalidad del cobro de la prestación del servicio de alcantarillado sanitario y no se da un razonamiento con el que se explique su ilegalidad, por ende, no precisa el perjuicio jurídico que estima reciente con el cobro que nos ocupa ahora. . . . . . . . .  . . . . . . . .

Al respecto resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido en jurisprudencia por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, de la Décima Época, Registro: 2010038; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 22, Septiembre de 2015, Tomo III; Materia(s): Común; Tesis: (V Región) 2o. J/1 (10a.); Página: 1683, bajo el siguiente rubro: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS O AGRAVIOS INOPERANTES. QUÉ DEBE ENTENDERSE POR "RAZONAMIENTO" COMO COMPONENTE DE LA CAUSA DE PEDIR PARA QUE PROCEDA SU ESTUDIO. De acuerdo con la conceptualización que han desarrollado diversos juristas de la doctrina moderna respecto de los elementos de la causa petendi, se colige que ésta se compone de un hecho y un razonamiento con el que se explique la ilegalidad aducida. Lo que es acorde con la jurisprudencia 1a./J. 81/2002, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el sentido de que la causa de pedir no implica que los quejosos o recurrentes pueden limitarse a realizar meras afirmaciones sin sustento o fundamento, pues a ellos corresponde (salvo en los supuestos de suplencia de la deficiencia de la queja) exponer, razonadamente, por qué estiman inconstitucionales o ilegales los actos que reclaman o recurren; sin embargo, no ha quedado completamente definido qué debe entenderse por razonamiento. Así, conforme a lo que autores destacados han expuesto sobre este último, se establece que un razonamiento jurídico presupone algún problema o cuestión al cual, mediante las distintas formas interpretativas o argumentativas que proporciona la lógica formal, material o pragmática, se alcanza una respuesta a partir de inferencias obtenidas de las premisas o juicios dados (hechos y fundamento). Lo que, trasladado al campo judicial, en específico, a los motivos de inconformidad, un verdadero razonamiento (independientemente del modelo argumentativo que se utilice), se traduce a la mínima necesidad de explicar por qué o cómo el acto reclamado, o la resolución recurrida se aparta del derecho, a través de la confrontación de las situaciones fácticas concretas frente a la norma aplicable (de modo tal que evidencie la violación), y la propuesta de solución o conclusión sacada de la conexión entre aquellas premisas (hecho y fundamento). Por consiguiente, en los asuntos que se rigen por el principio de estricto derecho, una alegación que se limita a realizar afirmaciones sin sustento alguno o conclusiones no demostradas, no puede considerarse un verdadero razonamiento y, por ende, debe calificarse como inoperante; sin que sea dable entrar a su estudio so pretexto de la causa de pedir, ya que ésta se conforma de la expresión de un hecho concreto y un razonamiento, entendido por éste, cualquiera que sea el método argumentativo, la exposición en la que el quejoso o recurrente realice la comparación del hecho frente al fundamento correspondiente y su conclusión, deducida del enlace entre uno y otro, de modo que evidencie que el acto reclamado o la resolución que recurre resulta ilegal; pues de lo contrario, de analizar alguna aseveración que no satisfaga esas exigencias, se estaría resolviendo a partir de argumentos no esbozados, lo que se traduciría en una verdadera suplencia de la queja en asuntos en los que dicha figura está vedada.”
Análisis del concepto de impugnación respecto al corte del servicio.

C).- Que en el capítulo de conceptos de impugnación de la demanda, respecto al corte del servicio de agua potable, la parte actora aduce los siguientes argumentos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el punto 1 uno, alega que el gobierno Mexicano se ha obligado a reconocer el acceso al agua potable como un derecho humano fundamental, considerándolo el elemento más básico de la vida, indispensable para llevar una existencia en dignidad humana y un pre-requisito para la realización de otros derechos humanos, ello mediante la ratificación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en sus artículos 11 y 12; que hace un reconocimiento a la Observación General número 15, de manera explícita, que el derecho al agua es un derecho fundamental otorgado a toda persona, de contar con agua suficiente a precio asequible, físicamente accesible, segura y de calidad, aceptable para usos personales y domésticos, lo que pretende desconocer la autoridad demandada, privándolo del vital elemento, violentando las leyes. . . . . . . . 

En el punto 2 dos, expresa que la Constitución Federal elevó a rango de garantía individual el derecho al agua, al contemplar que toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible, el Estado garantiza ese derecho estableciendo la participación de los Municipios para la consecución de dichos fines, mediante la obligación a su cargo de prestar el servicio de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, derecho que está desconociendo la demandada violentando las leyes. . . . . . . . . . . . 

En el 3 tres, aduce que la Constitución local refuerza que todas las personas gozan de los derechos humanos y garantías reconocidos en la Constitución Federal, los consagrados en esa Constitución y sus leyes reglamentarias, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse sino en los casos y bajo las condiciones que establece la Carta Magna y es a los Ayuntamientos a quienes les corresponde prestar el servicio de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales y la demandada violenta con su acto los derechos fundamentales que le asisten; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el punto 4 cuarto, expresa que el acceso al agua potable es un derecho de carácter fundamental, inalienable, imprescindible, humanitario, social y económico y ambiental que todo ser humano debe tener en determinada cantidad, calidad disponibilidad y condiciones para la sobrevivencia en circunstancias aceptables, sin importar su edad, sexo, raza, credo, nacionalidad o cualquier circunstancia particular, lo que resulta totalmente incumplido por la autoridad. . . . . . 

Son INFUNDADOS estos conceptos de impugnación, en mérito de las siguientes razones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, se impone señalar que de forma conjunta se abordara el estudio de estos conceptos de impugnación, en razón de que la argumentación se encuentra relacionada entre sí, ya que se endereza respecto de la violación del derecho fundamental de acceso al agua potable, por la suspensión total del servicio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En ese tenor, se impone señalar que el derecho humano al agua potable, se encuentra tutelado por el artículo 4, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por el artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y por el punto 56, de la Observación General número 15, del Comité de Derechos Económicos, Sociales Culturales de la Organización de las Naciones Unidas -29º período de sesiones; Ginebra, 11 a 29 de noviembre de 2002; Tema 3 del programa-. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
El artículo 4, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Articulo 4.- …

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para uso personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines.”

El Artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 11.- El Comité interpreta el derecho a la salud, definido en el apartado 1 del artículo 12, como un derecho inclusivo que no sólo abarca la atención de salud oportuna y apropiada sino también los principales factores determinantes de la salud, como el acceso al agua limpia potable y a condiciones sanitarias adecuadas, el suministro adecuado de alimentos sanos, una nutrición adecuada, una vivienda adecuada, condiciones sanas en el trabajo y el medio ambiente, y acceso a la educación e información sobre cuestiones relacionadas con la salud, incluida la salud sexual y reproductiva. Otro aspecto importante es la participación de la población en todo el proceso de adopción de decisiones sobre las cuestiones relacionadas con la salud en los planos comunitario, nacional e internacional”.

El punto 56, de la Observación General No. 15, del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, sobre el derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), establece: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
“56.- Antes de que un Estado Parte o un tercero haga algo que interfiera con el derecho al agua de una persona, las autoridades pertinentes deberán velar por que tales medidas se lleven a cabo de un modo previsto por la legislación que sea compatible con el Pacto, y eso incluye: a) la oportunidad de una auténtica consulta con los afectados; b) el suministro a tiempo de información completa sobre las medidas proyectadas; c) la notificación con antelación razonable de las medidas proyectadas; d) la disponibilidad de vías de recurso y reparación para los afectados; y e) asistencia jurídica para obtener una reparación legal (véanse también las Observaciones generales Nº 4 (1991) y Nº 7 (1997)). Cuando tales medidas se emprendan porque una persona adeuda el pago de agua, deberá tenerse en cuenta su capacidad de pago. En ninguna circunstancia deberá privarse a una persona del mínimo indispensable de agua.”
Bajo esta perspectiva, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, sostiene que el derecho humano al agua es el derecho de todos a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y doméstico, ya que un abastecimiento adecuado de agua salubre es necesario para evitar la muerte por deshidratación, para reducir el riesgo de las enfermedades relacionadas con el agua y para satisfacer las necesidades de consumo, cocina y las necesidades de higiene personal y doméstica; mientras que el artículo 4, párrafo sexto, de nuestra Norma Fundamental, materializa y protege este derecho humano al agua; de este modo el Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato, prevé tal situación en su artículo 129, el cual establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“Artículo 129.- El acceso al agua potable es un derecho de carácter fundamental, inalienable, imprescriptible, humanitario, social, económico y ambiental, que todo ser humano, debe tener en determinada cantidad, calidad, disponibilidad y condiciones para la sobrevivencia en circunstancias sanitarias aceptables, sin importar su edad, sexo, raza, credo, nacionalidad o cualquier otra circunstancia particular.”

De este modo, si bien es cierto que con el recibo de pago A 32967788, de fecha 11 once de febrero del año 2016 dos mil dieciséis y con el corte de servicio con fecha de emisión 04 cuatro de abril del año 2016 dos mil dieciséis, se acredita que la autoridad demandada suspendió el servicio de agua potable, también lo es, que el citado recibo correspondiente a la cuenta 99272-7, del inmueble ubicado en (…) esta ciudad, con el giro de Tenería, por tanto, la parte actora tiene un uso industrial, entendiéndose por éste la utilización del agua en fábricas, empresas o parques industriales que lleven a cabo algún proceso de producción o transformación, según los dispuesto por el artículo 3, fracción LXII, del Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato. 
Ahora bien, atendiendo a que la parte justiciable tiene una actividad de curtiduría, la que se caracteriza por llevar procesos de curtido -producción- de pieles, resulta evidente que no tiene protegido el derecho humano de acceso al agua, consagrado en los artículos transcritos en párrafos anteriores, ya que en autos con el pluricitado recibo, se acredita el hecho de que en el domicilio donde se suspendió el servicio, no se tiene un uso de agua doméstico; siendo el caso, que el Organismo Operador sólo se encuentra constreñido a garantizar el derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para uso personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De esta forma, al agua se le da un uso industrial y no para satisfacer necesidades personales y domesticas de la impetrante ni de su familia, dado que estos dos elementos son los configuradores de la protección del derecho humano de acceso al agua, motivo por el cual no le asiste la razón a la parte actora. . . . . . . . . . . 

El recibo de pago A 32967788, de acuerdo a lo señalado por los artículos 117 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, merece valor probatorio, en razón de que consta en el formato que utiliza la autoridad demandada y porque fue exhibido por la parte actora. 

Así tenemos que al encontrarse impedido el juzgador a suplir la deficiencia de la queja, ya que no se actualiza alguno de los supuestos establecidos en el artículo 301 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en consecuencia, con fundamento en el artículo 300, fracción I, del mismo Código, se presume y lo procedente es declarar la validez de la suspensión del servicio de agua potable reflejada en el recibo A 32967788, con fecha de emisión 11 once de febrero del año 2016 dos mil dieciséis, de la cuenta 99272-7. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Argumento respeto al crédito fiscal.
D).- En el capítulo de la demanda denominado “actos o resoluciones impugnadas”, el actor expresa en los puntos: “1.- Saldo anterior; sin establecer la base, tasa o forma de cálculo, por lo que resulta oscuro. 2.- I.V.A. del saldo anterior; concepto secundario que debe seguir la misma suerte del principal; 3.- Consumo de agua potable por un consumo no realizado, sin acreditar el volumen consumido;  5.- Recargos; aprovechamientos, por no ser ésta la vía idónea para reclamar su pago; 6.- I.V.A.; calculado sobre la base de conceptos que resultan ilegales”; sigue manifestando en el capítulo de conceptos de impugnación que es indispensable que la demandada acredite  la existencia dentro de la ley fiscal, cual resulta ser su base, tasa y forma de cálculo, periodicidad de pago y ante que instancia debe cubrirse; que a la demandada le deviene la obligación de dejar constancia de la legalidad de cada uno de los reclamos de pago que le realiza, por los siguientes conceptos: que el Reglamento del SAPAL establece cobrar los servicios que presta en términos de la ley de ingresos; que el servicio de agua potable será medido, las tarifas se pagaran tomando en consideración el consumo volumétrico y el tipo de uso; que el acceso al agua potable es un derecho de carácter fundamental, inalienable, imprescriptible, humanitario, social, económico y ambiental que todo ser humano debe tener en determinada cantidad, calidad, disponibilidad y condiciones para la sobrevivencia en circunstancias aceptables , sin importar su edad, sexo, raza, credo, nacionalidad o cualquier otra circunstancia particular, lo que resulta incumplido por la autoridad demandada en su perjuicio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En tanto, la autoridad en la contestación de demanda no aduce razonamiento alguno tendente de desvirtuar esta causa de ilegalidad. . . . . . . . . . . . 

Es FUNDADA esta argumentación, en atención a las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Respecto a la negativa lisa y llana, debe estarse a los razonamientos asentados en supralíneas, por lo que se procede al análisis de los vicios de forma, argumentados en este punto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, analizando el recibo de cobro que obra en el sumario se advierte que efectivamente, en el concepto de saldo anterior la autoridad únicamente establece la cantidad a pagar por ese rubro, empero omite expresar de manera desglosada cada uno de los servicios públicos que comprende este rubro de cobro tildado de ilegal, cuando se encuentra constreñida a indicar el monto erogado por la prestación de cada servicio o concepto, esto es, por el consumo de agua, la descarga de aguas residuales industriales al sistema de drenaje y alcantarillado sanitario; luego entonces, la autoridad en el recibo donde determina el crédito fiscal impugnado debe señalar el objeto, la base, la tasa o tarifa para cada uno de los servicios públicos que comprende el cobro del crédito fiscal, externando el monto, el concepto y el periodo que comprende cada servicio prestado que causó el derecho tributario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En cuanto al servicio de tratamiento de aguas residuales industriales, para determinar el monto de los derechos a cargo de la parte actora, la autoridad deberá referirse a la descarga de aguas a la red de drenaje, precisando si es por el consumo mensual de agua, por volumen convenido, por volumen descargado o por volumen estimado por el organismo operador; asimismo, debe indicarse la carga contaminante por litro de sólidos suspendidos totales o demanda bioquímica de oxígeno, mencionando si es sobre lo facturado por servicio de agua o por metro cubico descargado, debiendo en todos estos casos señalar el objeto, la base y la tasa o tarifa que se aplica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Respecto a los rubros de recargos la autoridad no indica la tasa que aplicó para cuantificar su monto, ni tampoco expresó el periodo o períodos a partir de los cuales fueron calculados los mismos, además de que no indica las operaciones aritméticas que sirvieron para determinar las cantidades cobradas. . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, en cuanto al impuesto del valor agregado a pesar de que es una contribución de carácter federal, que la demandada sólo se encuentra obligada a retener, como accesorio sigue la suerte de los conceptos principales como lo son los servicios de agua potable y drenaje. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo expuesto con antelación, pone de manifiesto que el crédito fiscal cobrado en el recibo número A 329677887, carece del elemento de validez exigido en el artículo 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al carecer de motivación, por tanto, se encuentra afectado de ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, conforme a lo establecido en el artículos 300, fracción III, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, lo procedente es  declarar la nulidad  del  crédito  fiscal  consignado  en  el  recibo  de  cobro  número  A 32967788, por la cantidad de $16,368.20 (dieciséis mil trescientos sesenta y ocho pesos 20/100 moneda nacional), integrado por los siguientes conceptos: Saldo Anterior $13,717.66 (trece mil setecientos diecisiete pesos 66/100 moneda  nacional); Impuesto al Valor Agregado de Saldo Anterior $2,194.88 (dos mil ciento noventa y cuatro pesos 88/100 moneda nacional); Consumo de agua $221.35 (doscientos veintiún pesos 35/100 moneda nacional);  Drenaje $44.27 (cuarenta y cuatro pesos 27/100 moneda nacional); Recargos $127.19 (ciento veintisiete pesos 19/100 moneda nacional); e Impuesto al Valor Agregado $62.85 (sesenta y dos pesos 85/100 moneda nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Dicha nulidad es para el efecto de emitir un nuevo acto, subsanando los vicios formales indicados en este fallo, esto es, para determinar y liquidar el crédito fiscal conforme a derecho, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada esta sentencia; debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . .

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 262, fracción III, 300 fracciones II y 302 fracciones II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. . . . .
SEGUNDO.- Se declara la VALIDEZ de la suspensión del servicio de agua potable contenida en el recibo descrito en el punto resolutivo que antecede; por las razones expuestas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . .  . . . . . . . .

TERCERO.- Se declara la NULIDAD del crédito fiscal por la cantidad de $16,368.20 (dieciséis mil trescientos sesenta y ocho pesos 20/100 moneda  nacional), integrado por los siguientes conceptos: Saldo anterior, impuesto al valor agregado del saldo anterior, consumo de agua, drenaje, recargos, e impuesto al valor agregado, consignado en el recibo de cobro número A 32967788, expedido con fecha 11 once de febrero del año 2016 dos mil dieciséis; dicha nulidad es para el efecto de emitir un nuevo acto, subsanando los vicios formales indicados en este fallo; por las razones expuestas en el quinto considerando de esta sentencia. . .  . . .

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . .
ESTA HOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 24 DE NOVIEMBRE DE 2017, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 0223/2016-JN
